CUESTIONARIO

"NO DISCRIMINACIÓN E IGUALDAD EN RELACIÓN CON EL DERECHO A LA SALUD Y LA SEGURIDAD"

De conformidad con su mandato, el Grupo de Trabajo sobre la cuestión de la discriminación contra la mujer en la legislación y la práctica (en adelante "el Grupo de Trabajo") de la ONU ha desarrollado este cuestionario para recabar información sobre cómo ciertas leyes y prácticas discriminan a las mujeres en relación con el derecho a la salud ya la seguridad. Además, este cuestionario tiene el objetivo de poner de relieve las buenas prácticas y lecciones aprendidas en la promoción de la igualdad entre mujeres y hombres en relación con el derecho a la salud y la seguridad.

El cuestionario se centra en la prevención de la discriminación de género en el disfrute del derecho a la salud y la seguridad (I), en diagnosticar y contrarrestar la posible discriminación de género en la práctica en el área de salud y seguridad (II) y sobre las buenas prácticas en estas áreas (III).

La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) establece claramente la obligación del Estado de adoptar "todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, el acceso a servicios de salud, incluidos los relacionados con la planificación familiar ", así como a" garantizar a la mujer servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto y el período posterior al parto, proporcionando servicios gratuitos cuando fuere necesario y le asegurarán una nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia "
. Asimismo, establece la obligación de garantizar en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres "el derecho a la protección de la salud ya la seguridad en las condiciones de trabajo, incluso la salvaguardia de la función de la reproducción".

Reconociendo el amplio alcance que abarca el concepto de seguridad, el Grupo de Trabajo tiene la intención de centrarse especialmente en el impacto de la seguridad en el contexto de la salud de las mujeres, tanto física como mental. Esto puede incluir la violencia contra las mujeres en el espacio público y en instituciones cerradas, así como el acceso de las mujeres a la justicia para asegurar su derecho a la salud y la seguridad.

 El Grupo de Trabajo les estaría agradecido a los actores concernidos si pudiesen responder a este cuestionario el 15 de agosto de 2015.
Cuestionario

I. Prevención de la discriminación sexual en el disfrute del derecho a la salud y la seguridad

A. Salud

1. ¿Tiene su país regulaciones (en la Constitución, la legislación o en otros códigos legales) que garantiza:

[Por favor, especifique en el espacio previsto "sí" o "no"]

(…sí…) El derecho a la igualdad de acceso de las mujeres y los hombres a todas las formas de cuidado de la salud, en el nivel más alto disponible, incluso el acceso a disposiciones sanitarias alternativas como la homeopatía, naturopatía, etc. 
De acuerdo con el artículo 4° de la Constitución mexicana el hombre y la mujer son iguales ante la ley y todas las personas tienen derecho a la protección de la salud. Por lo tanto, sí existe un derecho a la igualdad de acceso a las formas de cuidado de la salud. Sin embargo, no hay dentro de la Ley General de Salud especificaciones sobre el acceso a disposiciones sanitarias alternativas. Únicamente, en el artículo 224, sobre la clasificación de los medicamentos, se menciona en el apartado B sobre medicamentos clasificados por su naturaleza, a los alopáticos, homeopático y herbolarios.

(…sí….) El acceso a servicios de salud sexual y reproductiva
(…sí….) Los derechos de las mujeres para tomar decisiones autónomas con respecto a su vida sexual y reproductiva

De acuerdo con el artículo 4° de la Constitución mexicana toda persona tiene derecho a decidir el número y espaciamiento de sus hijos.
2. ¿Son los servicios médicos relacionados con la vida sexual y reproductiva  y/o la violencia contra las mujeres asumidos por la cobertura universal de salud?

Si      (  X  )                  No (    )

En caso afirmativo, ¿qué tipo de servicios médicos son gratuitos?

(Por favor especifique)

En México el acceso a información y servicios de anticoncepción se regula por medio de la Ley General de Salud y la Ley General de Población, así como sus reglamentos y las normas oficiales mexicanas que derivan de la primera. En el caso de la normativa de salud, por tratarse de una facultad concurrente, cada entidad federativa cuenta con una ley local. Además, se cuenta con una Norma Oficial Mexicana específica sobre la materia: la NOM-005-SSA2-1993, De los servicios de planificación familiar.
De acuerdo con el artículo 16 de la Ley General de Población, “la información y los servicios de salud, educación y demás similares, que estén relacionados con programas de planificación familiar, serán gratuitos cuando sean prestados por dependencias y organismos del sector público”. Por lo tanto, los servicios relacionados con la vida sexual y reproductiva sí son asumidos por la cobertura universal de salud.
Por su parte, la NOM-005 establece que estos servicios “deben comprender la promoción y difusión; la información y educación; la consejería; la selección, prescripción y aplicación de métodos anticonceptivos; y la identificación y manejo de casos de infertilidad y esterilidad”. Además, “la prestación de éstos servicios debe ofrecerse sistemáticamente, a toda persona en edad reproductiva que acuda a los servicios de salud, independientemente de la causa que motive la consulta y demanda de servicios”.
Es preocupante que a pesar de que exista cobertura de los servicios de salud tanto la Ley General de Salud como la Ley General de Población y la NOM 005 hagan referencia únicamente al concepto de planificación familiar, ya que desdibuja de manera importante el ejercicio de los derechos reproductivos de las personas independientemente de sus planes de vida.

Violencia en contra de las mujeres

De acuerdo con la Ley General de Víctimas, en el artículo 29, “Las instituciones hospitalarias públicas del Gobierno Federal, de los estados, del Distrito Federal y de los municipios tienen la obligación de dar atención de emergencia de manera inmediata a las víctimas que lo requieran, con independencia de su capacidad socioeconómica o nacionalidad y sin exigir condición previa para su admisión. 
Asimismo, en el artículo 30 establece que “Los servicios de emergencia médica, odontológica, quirúrgica y hospitalaria consistirán en: 
I. Hospitalización; 
II. Material médico quirúrgico, incluidas prótesis y demás instrumentos, que la persona requiera para su movilidad, conforme al dictamen dado por el médico especialista en la materia; 
III. Medicamentos; 
IV. Honorarios médicos, en caso de que el sistema de salud más accesible para la víctima no cuente con los servicios que ella requiere de manera inmediata; 
V. Servicios de análisis médicos, laboratorios e imágenes diagnósticas; 
VI. Transporte y ambulancia; 
VII. Servicios de atención mental en los casos en que, como consecuencia de la comisión del delito o de la violación a sus derechos humanos, la persona quede gravemente afectada psicológica y/o psiquiátricamente; 
VIII. Servicios odontológicos reconstructivos por los daños causados como consecuencia del delito o la violación a los derechos humanos; 
IX. Servicios de interrupción voluntaria del embarazo en los casos permitidos por ley, con absoluto respeto de la voluntad de la víctima, y 
X. La atención para los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres víctimas.”
¿Son los derechos de las mujeres a la salud, incluida la salud sexual y reproductiva, la autonomía y el seguro de salud, aplicados también a las niñas menores de 18 años?

Si      (    )                  No ( X )

Si "sí", por favor indique la legislación que los regula estos e indique los mecanismos de aplicación.
3. ¿Existen disposiciones que restringen el acceso de las mujeres a los servicios de salud? En particular las que:

[Por favor, especifique en el espacio previsto "sí" o "no"]

 (…no…) Requieren el consentimiento de un familiar masculino/ marido para el examen médico de una mujer casada o tratamiento o acceso a anticonceptivos o al aborto,

(…sí….) Requieren el consentimiento de los padres en caso de acceso de los adolescentes a los anticonceptivos o aborto; 
(…sí….) Permiten a los médicos que se nieguen a proporcionar un servicio médico legal por motivos de objeción de conciencia

(…sí…) Prohíben ciertos servicios médicos, o requieren que sean autorizados por un médico, aun cuando no se requiera intervención médica; En particular:

(…no…) DIU (dispositivos intrauterinos) o anticonceptivos hormonales

(…sí…) Los anticonceptivos de emergencia, incluyendo la píldora del día después,

(…no…) La esterilización solicitada (por favor incluya también información indicando si se permite la esterilización no terapéutica para los hombres);

(…sí...) Aborto temprano (en el primer trimestre del embarazo) a petición de la mujer embarazada

(…sí…) La reproducción médica asistida (por ejemplo, fertilización in vitro)

En caso afirmativo, indique por favor las normas legales pertinentes e indicar las fuentes. 
Objeción de conciencia
a) Ley Estatal de Salud del Estado de Jalisco

De conformidad con el artículo 18 ter de la Ley Estatal de Salud del Estado de Jalisco, el personal del sistema de salud tiene derecho a “excusarse de participar en todos aquellos programas, actividades, prácticas, tratamientos, métodos o investigaciones que contravengan su libertad de conciencia con base en sus valores, principios éticos o creencias religiosas […] siempre y cuando no implique poner en riesgo la salud o vida de un paciente”

b) Ley de Salud del Distrito Federal

El artículo 59 de la Ley de Salud del Distrito Federal permite la objeción de conciencia en la interrupción legal del embarazo para los médicos “debiendo remitir a la paciente con un médico no objetor,  siempre que no sea urgente la interrupción del embarazo para salvaguardar la salud o la vida de la mujer y obligando a las instituciones de salud a contar con personal no objetor de manera permanente.   

c) Norma Oficial Mexicana 046

La NOM 046 señala los criterios de la Secretaría de Salud federal para la prevención y atención de la violencia familiar, sexual y contra las mujeres y dentro de su numeral 6.4.2.7. establece que en los casos de embarazo por violación se debe respetar la objeción de conciencia del personal médico y de enfermería encargados de la interrupción del embarazo. 
Aborto Temprano

El aborto voluntario en el primer trimestre del embarazo únicamente se encuentra despenalizado en el Distrito Federal. En el resto del país, el aborto es un delito con causales de exclusión de responsabilidad penal o de no punibilidad. Su regulación varía de entidad a entidad; es decir, cada entidad federativa establece cuándo el aborto es delito o no, qué procedimientos debe seguir una mujer para solicitar una ile y cómo debe prestarse el servicio en las instituciones de salud. Esto provoca una situación de discriminación jurídica, ya que las mujeres tienen más o menos derecho a interrumpir un embarazo dependiendo de su lugar de residencia.

Reproducción Asistida
En México no existe un marco normativo que regule y vigile el acceso a las técnicas de Reproducción Asistida (TRA). Por lo tanto, la calidad de la información acerca de la manera en la que se llevan a cabo estos procedimientos es limitada y los abusos son múltiples. 

Desde GIRE, hemos obtenido información acerca de la provisión de las TRA y los requisitos de acceso a los programas de reproducción asistida en hospitales y clínicas de la Secretaría de Salud federal, al IMSS, al ISSTE y al Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas (ISSAFAM), a través del litigio de un caso y de solicitudes de acceso a la información. 

Los requisitos de acceso a cada uno de los programas varían, pero en general todos contienen elementos discriminatorios que resultan preocupantes desde una perspectiva de derechos humanos. Todos los programas incluyen una edad máxima para hombres y mujeres. Además, por lo general se otorga acceso a los tratamientos únicamente a parejas legalmente constituidas, en ocasiones especificando que deben ser compuestas por un hombre y una mujer e incluso agregando que deben ser emocionalmente “estables”. De manera preocupante resaltan también otros criterios contrarios a los derechos humanos, como un límite máximo de hijos previos para solicitar el tratamiento y la ausencia de enfermedades “transmisibles”, sin especificar a qué enfermedades se refiere y dejando en una situación de vulnerabilidad a las personas que buscan acceder a dichos tratamientos.
4. ¿Son criminalizados los siguientes actos?

(Por favor, especifique en el espacio previsto "sí" o "no")

 (…no...) La transmisión del VIH u otras enfermedades venéreas sólo por las mujeres 

(…no…) Mutilación genital femenina

(…no…) Matrimonio infantil

(…no…) Los partos en casa con un obstetra o partera

(…sí…) Aborto

En caso afirmativo, ¿existen excepciones a estas prohibiciones y bajo qué circunstancias se aplican excepciones?

Por favor, proporcione referencias legales y disposiciones.
Las regulaciones sobre el aborto en México varían de entidad a entidad, pero por lo general son restrictivas, excepto en el Distrito Federal. El aborto en casos en los que el embarazo es producto de una violación sexual es la única causal legal que existe en todo el país. En el resto de las entidades federativas existen otras causales de no punibilidad de aborto o de exclusión de responsabilidad como afectación grave a la salud, riesgo grave para la vida, alteraciones genéticas en el producto, inseminación artificial no consentida y situación económica.

Es decir, en éstos casos no existe una criminalización por la interrupción del embarazo y representan excepciones a la prohibición. Sin embargo, el acceso efectivo de las mujeres a las causales legales de aborto en las entidades federativas es bastante precario o nulo, lo cual denota una gran brecha entre la ley y el ejercicio efectivo de este derecho.
En el caso de aborto por violación, a pesar de ser una causal legal en todo el país, el acceso a una ILE es muy restringido. En 14 entidades del país, las niñas y mujeres requieren una autorización para acceder a una ILE y hay un plazo; y en 17 la denuncia previa es un requisito. La obligación de presentar una denuncia, la necesidad de autorización por parte de un juez como requisito para acceder a la ILE y la existencia de un plazo violentan el ejercicio del derecho a la salud de las mujeres, dado que se enfrentan a una barrera importante para acceder a un servicio médico de urgencia. 
Por su parte, la causal de afectación grave a la salud se contempla en 14 estados y, en general, está definida de la siguiente manera: “Cuando la mujer embarazada corra peligro de afectación grave a su salud a juicio del médico que la asista, quien deberá oír previamente el dictamen de otro médico, siempre que esto fuere posible y no sea peligrosa la demora”. Así, se establece la necesidad de una opinión médica para sustentar el riesgo a la salud que supone el embarazo y, en caso de no provocar una demora que cause peligro para la mujer, el dictamen de un segundo médico. Este requisito puede constituir un obstáculo para el ejercicio del derecho a la vida privada y la salud las mujeres. La mujer es la única que puede decidir cuánta afectación o cuánto riesgo de afectación de la salud está dispuesta a asumir y no puede ser obligada a soportar cargas desproporcionadas que no desea.

Si bien la ampliación de causales de aborto y la implementación de los servicios de interrupción legal en los supuestos permitidos contribuiría a un mejor ejercicio de los derechos reproductivos de las mujeres, la permanencia de una regulación penal con respecto al aborto continúa provocando la denuncia y criminalización de las mujeres que interrumpen un embarazo en México.

¿Y quién es penalmente responsable? (por favor indique la respuesta apropiada)
La mujer, el médico, otras personas directamente o indirectamente relacionadas con el embarazo y / o el aborto.

Por favor, proporcione referencias legales.

Tanto la mujer, el médico u otras personas directa o indirectamente relacionadas con el embarazo y/o aborto pueden ser penalmente responsables.

En el caso del personal médico existen serias y graves contradicciones. Por un lado, están obligados a  guardar el secreto profesional y respetar el derecho a la confidencialidad de las beneficiarias del Sistema de Salud, establecido en la Ley General de Salud, artículo 77 Bis 37. Por el otro, el artículo 19 del Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de Prestación de Servicios de Atención Médica establece la obligación de notificar al Ministerio Público casos que involucren lesiones y otros signos que presumiblemente se encuentren vinculados a la comisión de hechos ilícitos. Dichas contradicciones implican mucha incertidumbre y riesgos para el personal de salud ya que no queda claro cómo actuarán las autoridades.
Además de lo anterior y de las sanciones que pueden imponerse al personal de salud que comete el delito de aborto, el cual se penaliza en la mayoría de los códigos penales con prisión y suspensión en el ejercicio de la profesión en un promedio de dos a cinco años y en algunos casos con inhabilitación definitiva, el derecho penal en México también prevé para las personas que tienen conocimiento de la realización de un hecho delictivo que no denuncian, la comisión del delito de encubrimiento, hecho que obstaculiza gravemente el acceso a servicios de aborto seguro y la atención de complicaciones derivadas de abortos inseguros, situación que afecta la salud y pone en riesgo la vida de las mujeres. 
Por lo tanto, tanto las mujeres como los médicos o las personas cercanas a ellas pueden ser criminalizadas por el delito de aborto.

II. Diagnosticar y contrarrestar la posible discriminación basada en el sexo en la práctica en el área de salud y seguridad

A. Salud

8. ¿Existe la obligación legal de proporcionar educación sobre la salud en la escuela?

Si      (   X  )                  No (    )

En caso afirmativo, se cubre: (Por favor, especifique en el espacio previsto "sí" o "no")

(…sí…) La prevención de las enfermedades de transmisión sexual,

(…sí…) La prevención de los embarazos no deseados

(…sí…) La promoción de un estilo de vida saludable, incluyendo la prevención de los trastornos alimentarios de adolescentes, incluyendo la anorexia y la bulimia 
(…no...) Entrenamiento psicológico / psiquiátrico en el auto-control de la agresión, incluyendo la agresión sexual

Por favor, indique cualquier regulación legal o programas respecto a lo mencionado anteriormente.
De acuerdo con la Ley General de Educación y la Ley General de Salud, sí existe una obligación de proporcionar educación sobre la salud en la escuela.

Dentro de la Ley General de Educación, ésta se encuentra contenida en el artículo 7, que establece que la educación que impartan el Estado, sus organismos descentralizados y los particulares con autorización o con reconocimiento de validez oficial de estudios tendrá, además de los fines establecidos en el segundo párrafo del artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los siguientes:
IX.- Fomentar la educación en materia de nutrición y estimular la educación física y la práctica del deporte; 

X.- Desarrollar actitudes solidarias en los individuos y crear conciencia sobre la preservación de la salud, el ejercicio responsable de la sexualidad, la planeación familiar y la paternidad responsable, sin menoscabo de la libertad y del respeto absoluto a la dignidad humana, así como propiciar el rechazo a los vicios y adicciones, fomentando el conocimiento de sus causas, riesgos y consecuencias;

En cuanto a la Ley General de Salud, en su artículo 112, establece que la educación para la salud tiene por objeto:
I. Fomentar en la población el desarrollo de actitudes y conductas que le permitan participar en la

prevención de enfermedades individuales, colectivas y accidentes, y protegerse de los riesgos que pongan en peligro su salud;

II. Proporcionar a la población los conocimientos sobre las causas de las enfermedades y de los daños provocados por los efectos nocivos del ambiente en la salud, y

III. Orientar y capacitar a la población preferentemente en materia de nutrición, salud mental, salud bucal, educación sexual, planificación familiar, riesgos de automedicación, prevención de farmacodependencia, salud ocupacional, salud visual, salud auditiva, uso adecuado de los servicios de salud, prevención de accidentes, prevención y rehabilitación de la invalidez y detección oportuna de enfermedades.

9. ¿Existen datos estadísticos desglosados ​​por edad y/o sexo (recogido en los últimos 5 años) en relación con:

(Por favor, especifique en el espacio previsto fin "sí" o "no")

(…sí...) La desnutrición 
(…sí…) La mortalidad materna 
(…no...) La morbilidad materna, incluyendo la fístula obstétrica

(…sí…) Los embarazos adolescentes
(…sí…) Las consecuencias para la salud de la violencia física, psicológica, sexual y económica basada en el género

(…sí…) La incidencia del VIH / SIDA y enfermedades de transmisión sexual 
(…sí…) El abuso de drogas

(…sí…) La adicción al alcohol

(…sí...) Los abortos legales

(…sí...) La muerte como resultado de abortos legales

(…no...) Los abortos ilegales

(…sí…) La muerte como resultado de abortos ilegales 
(…sí…) El uso de anticonceptivos, incluyendo mecánicos y hormonales (incluidos los anticonceptivos de emergencia)

(…sí...) La esterilización solicitada
Si "sí", por favor proporcione los datos y fuentes.

Desnutrición: 
Instituto Nacional de Salud Pública, Encuesta Nacional de Salud y Nutrición 2012. Disponible en <http://ensanut.insp.mx/> [ consulta: 14 de agosto de 2015 ]  
Mortalidad Materna: 

Freyermuth, Graciela y Marisol Luna, Numeralia 2013: mortalidad materna en México, México, Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología Social (CIESAS), Observatorio de Mortalidad Materna en México (OMM), 2015. Numeralia 2012: mortalidad materna en México, México, Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología Social (CIESAS), World Vision México, Observatorio de Mortalidad Materna en México (OMM), México, 2014.
Secretaría de Salud, Dirección General de Epidemiología, Informe semanal de vigilancia epidemiológica: defunciones maternas: semana epidemiológica 53 del 2014. Disponible en <http://bit.ly/1Hc9qit> [consulta: 14 de agosto de 2015].

Embarazo adolescente:

INEGI y CONAPO, Encuesta Nacional de la Dinámica Demográfica 2014: principales resultados. Disponible en <http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/encuestas/hogares/especiales/enadid/enadid2014/doc/resultados_enadid14.pdf> [consulta: 14 de agosto de 2015]
Secretaría de Salud, Sistema Nacional de Información en Salud, Certificado de nacimiento-nacimientos ocurridos 2013, México, SINAIS, 2013. Disponible en <http://bit.ly/1Fy26NJ> [consulta: 14 de agosto de 2015].

UNFPA, Maternidad en la niñez: enfrentar el reto del embarazo adolescente: informe de la población mundial 2013, Nueva York, 2013. Disponible en <http://bit.ly/1e8sAuW> [consulta 14 de agosto de 2015].

CONAPO, Perfiles de Salud Reproductiva, 2011. Disponible en <http://www.conapo.gob.mx/en/CONAPO/Perfiles_de_Salud_Reproductiva> [consulta 14 de agosto de 2015]

Incidencia VIH/ SIDA:

CENSIDA, Vigilancia Epidemiológica de casos de VIH/SIDA en México Registro Nacional de Casos de SIDA Actualización al cierre de 2014. Disponible en <http://www.censida.salud.gob.mx/descargas/epidemiologia/RN_CIERRE_2014.pdf> [consulta 14 de agosto de 2015]

Secretaría de Salud, Información Epidemiológica de Morbilidad. Anuario 2011, Versión Ejecutiva. Disponible en <http://www.epidemiologia.salud.gob.mx/doctos/infoepid/publicaciones/2012/ver_ejecutiva_2011.pdf> [consulta: 14 de agosto de 2015]
Consecuencias de la violencia basada en el género:
INEGI, Panorama de violencia contra las mujeres en México : ENDIREH 2011. Disponible en <http://www.inegi.org.mx/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/estudios/sociodemografico/mujeresrural/2011/702825048327.pdf> [consulta: 14 de agosto de 2015]

Alcohol y drogas:

Instituto Nacional de Psiquiatría Ramón de la Fuente Muñiz / Secretaría de Salud, Encuesta Nacional de Adicciones 2011 Drogas. Disponible en: <http://www.conadic.salud.gob.mx/pdfs/ENA_2011_DROGAS_ILICITAS_.pdf> [consulta 14 de agosto de 2015]
Mortalidad por aborto:

Dirección General de Información en Salud, Secretaría de Salud/Cubos Dinámicos, Muertes Maternas de 2002 a 2013, Disponible en <http://pda.salud.gob.mx/cubos/cmaternas.html> [consulta: 14 de agosto de 2015]
CONEVAL, Evaluación Estratégica sobre Mortalidad Materna en México 2010: Características sociodemográficas que obstaculizan a las mujeres embarazadas su acceso efectivo a las instituciones de salud. Disponible en: <http://www.coneval.gob.mx/Informes/Evaluacion/Mortalidad%20materna%202010/INFORME_MORTALIDAD_MATERNA.pdf> [consulta: 14 de agosto de 2015]

Abortos legales:

GIRE, Cifras. Disponible en <http://www.gire.org.mx/nuestros-temas/aborto/cifras> [consulta: 14 de agosto de 2015]
GIRE, Niñas y Mujeres sin Justicia, Aborto Legal y Seguro. Disponible en: <http://informe2015.gire.org.mx/#/despenalizacion-aborto> [consulta: 14 de agosto de 2015]

Anticoncepción:

INEGI y CONAPO, Encuesta Nacional de la Dinámica Demográfica 2014: principales resultados. Disponible en <http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/encuestas/hogares/especiales/enadid/enadid2014/doc/resultados_enadid14.pdf> [consulta: 14 de agosto de 2015]

10. ¿Existen datos estadísticos y / o estimaciones sobre el número de casos reportados y convicciones y/o no declarados para:

(Por favor, especifique en el espacio previsto "sí" o "no")

(…no…) Mutilación genital femenina

(…no….) Aborto voluntario ilegal

(…no….) Abortos forzados

(…no…) Esterilizaciones forzadas

(…no…) Malas prácticas en medicina estética

(…sí….) La violencia obstétrica

Si "sí", por favor, proporcione más referencias.

Violencia obstétrica
GIRE, Niñas y mujeres sin Justicia, Violencia Obstétrica, Acceso a la Justicia. Disponible en <http://informe2015.gire.org.mx/#/acceso-a-la-justicia> [consulta: 14 de agosto de 2015]

11. ¿Está incluida la perspectiva de género en las políticas nacionales relacionadas con la salud:

Si      (  X )                  No (    )
En particular: (Por favor, especifique en el espacio previsto "sí" o "no")

(…..) En la planificación de la distribución de los recursos para el cuidado de la salud

(…..) En la investigación médica sobre enfermedades generales, con las adaptaciones adecuadas y necesarias a la diferente composición biológica de las mujeres y los hombres;

(…no...) En la prestación de servicios de geriatría

(…..) En las decisiones de custodia del estado para institucionalizar los niños entre 0-3 años de edad

Explicación: La necesidad de un enfoque de género para la salud pública está vinculado con la necesidad de identificar las formas en que los riesgos para la salud, las experiencias y los resultados son diferentes para las mujeres y los hombres y actuar en consecuencia en todas las políticas relacionadas con la salud.
Programa Nacional para la Igualdad de Oportunidades y no Discriminación contra las Mujeres 2013-2015

El PROIGUALDAD es un programa del Instituto Nacional de las Mujeres que se articuló con el Plan Nacional de Desarrollo, emitido por el Gobierno Federal, con el fin de incluir la perspectiva de género en las políticas públicas. Tiene 30 estrategias y 300 líneas de acción y algunas de ellas están enfocadas en la perspectiva de género en salud como las siguientes:

Estrategia 2.1 Incrementar, promover y fortalecer la prevención integral y eficaz de la violencia
contra mujeres y niñas
Estrategia 4.1 Fortalecer el desarrollo de capacidades en los hogares con jefatura femenina para
mejorar sus condiciones de salud, vivienda e ingresos

4.1.4 Garantizar a mujeres indígenas jefas de familiael acceso a servicios básicos en materia de salud yeducación.

4.1.6 Garantizar a las mujeres en edad fértil losservicios de prevención y atención en salud sexual y reproductiva.
Estrategia 4.2 Impulsar el acceso de las mujeres a los servicios de cuidado a la salud en todo el
ciclo de vida

4.2.1 Fortalecer y mejorar la infraestructura de los servicios de salud para las mujeres en todos sus ciclos de vida.

4.2.1 Fortalecer y mejorar la infraestructura de los servicios de salud para las mujeres en todos sus ciclos de vida.

4.2.3 Difundir los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres, el derecho al consentimiento previo e informado, incluyendo a población indígena.

4.2.5 Instrumentar acciones para facilitar el acceso de las adolescentes a la anticoncepción de emergencia en todo el sistema de salud.
B. Salud y Seguridad

19.    ¿Podría por favor indicar cualquier reforma legal, política o  práctica, que tiene en cuenta las "buenas prácticas" en materia de salud y seguridad para las mujeres en su país?

En caso afirmativo, indique en qué criterios se basa su definición de "buenas prácticas".

Desde GIRE consideramos que las buenas prácticas en materia de salud sexual y reproductiva son las que consideran el estándar más alto de derechos humanos para las mujeres. En México, consideramos que hay 3 ejemplos de éste tipo de prácticas en nuestro país:

1) Despenalización de la Interrupción Legal del Embarazo en el Distrito Federal
El 26 de abril de 2007 se publicó en la Gaceta Oficial la reforma al Código Penal y a la Ley de Salud del Distrito Federal, con la cual se estableció la despenalización del aborto durante las 12 primeras semanas de gestación. Además, se disminuyeron las penas a las mujeres que interrumpan su embarazo después de ese plazo, quedando como sanción una pena de prisión de tres a seis meses o trabajo a favor de la comunidad de 100 a 300 días.

Como resultado de este proceso, el Gobierno del Distrito Federal implementó un programa de servicios de salud para las mujeres que deseen interrumpir su embarazo, el Programa ILE. Las cifras más recientes de este programa muestran que las usuarias de estos servicios no son sólo residentes del Distrito Federal, sino de otras entidades federativas, donde el aborto está penalizado o es inaccesible. 
La reforma en el DF es una buena práctica porque prioriza la atención de la salud sexual y reproductiva y establece en la Ley de Salud del Distrito Federal, artículo 52, que “los servicios que se presten en la materia constituyen un medio para el ejercicio del derecho de toda persona a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y espaciamiento de los hijos”.
2) Convenio Interinstitucional para la Atención Universal de Emergencias Obstétricas
La fragmentación del Sistema Nacional de Salud, por la existencia de diferentes sistemas de seguridad social y aseguramiento — IMSS, ISSTE y Seguro Popular principalmente— representa una barrera de acceso para los servicios de salud de emergencia obstétrica que necesitan las mujeres. Con el objetivo de promover una mayor colaboración entre instituciones y reducir la muerte materna, en mayo de 2009 se estableció el Convenio Interinstitucional para la Atención Universal de las Emergencias Obstétricas.

Este Convenio, firmado por la Secretaría de Salud, el IMSS y el ISSTE busca garantizar la atención a cualquier mujer que presente una emergencia obstétrica, sin importar su condición de derechohabiencia. En 2011 se reactivó y, con apoyo de las tres instituciones, se creó el Sistema para el Registro de las Emergencias Obstétricas de uso obligatorio para la contraprestación de los servicios derivados del Convenio General.

Sin embargo, el cumplimiento del Convenio es muy deficiente y tiene problemas básicos en su implementación, como la falta de difusión y de conocimiento del acuerdo por parte tanto de usuarias como de personal de salud y los problemas de infraestructura persistentes en los centros de atención médica.

De acuerdo con el Observatorio de Muerte Materna, de agosto de 2011 a diciembre de 2012, menos de mil 600 mujeres fueron atendidas por alguna urgencia obstétrica a través del Convenio. Además, reportaron que la cooperación institucional entre IMSS, ISSTE y Secretaría de Salud para la referencia y contrarreferencia de mujeres con emergencias obstétricas es limitada o nula.

3) Ley de Víctimas
En México existen diversas barreras que impiden a las víctimas de violación el acceso a la interrupción del embarazo, a pesar de ser ésta la única causal legal en todo el país. Por ejemplo, el requisito de una autorización del Ministerio Público o de un juez de control para la prestación de este servicio dificulta el acceso efectivo a una interrupción legal del embarazo. Esta situación se agrava porque algunas autoridades desconocen que cuentan con la facultad de autorizar dichos procedimientos o los dilatan sin justificación alguna.

El 9 de enero de 2013 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley General de Víctimas (LGV), cuyo artículo 39 reconoce el derecho de las mujeres víctimas de violación sexual a acceder a la anticoncepción de emergencia, además de establecer que cada una de las entidades públicas que brinden servicios, asistencia y atención a las víctimas cuenten con personal capacitado en el tratamiento de la violencia sexual con un enfoque transversal de género. 

El 9 de enero de 2013 se publicó la Ley General de Víctimas, en virtud de la cual se establecen las obligaciones de las autoridades en materia de cumplimiento de los derechos de las víctimas del delito y de violaciones de derechos humanos. Entre dichas obligaciones se establece la de las autoridades de salud de proporcionar los servicios de ILE como una medida de atención médica de urgencia para las víctimas de violación sexual, sin que medie requisito alguno. Al eliminar las barreras de acceso a los servicios de salud se ofrece una mayor protección a los derechos humanos de las mujeres víctimas de violación sexual, en atención a lo establecido por la Constitución.

La LGV también reconoce, en el artículo 39, el derecho de las mujeres víctimas de violación sexual a acceder a la anticoncepción de emergencia, además de establecer que cada una de las entidades públicas que brinden servicios, asistencia y atención a las víctimas cuenten con personal capacitado en el tratamiento de la violencia sexual con un enfoque transversal de género. 
Sin embargo, persisten las barreras en el acceso a la ILE por violación. Dado lo anterior, la armonización de las leyes locales de atención a víctimas con la LGV, así como la implementación efectiva del acceso a la PAE en casos de violación sexual, es un pendiente urgente del Estado con las niñas y mujeres en México.
� Artículo 12, Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las mujeres


� Ibid art.11, (f)


� Ley General de Salud, artículo 224. Disponible en: <http://www.salud.gob.mx/unidades/cdi/legis/lgs/LEY_GENERAL_DE_SALUD.pdf> [Consuta: 7 de agosto de 2015]


� Ley de Salud del Estado de Jalisco, artículo 18 ter, <http://info4.juridicas.unam.mx/adprojus/leg/15/600/21.htm?s=>, consultado el 14 de agosto de 2015


� Ramírez-Rojas, María Guadalupe y Maria Graciela Freyermuth Enciso. “Monitoreo al Convenio General de Colaboración Interinstitucional para la Atención de la Emergencia Obstétrica, 2011” en Revista CONAMED, vol. 17, suplemento 1, 2012, p. S16-S22. Disponible en <http://bit.ly/1HM71Kd> [consulta: 7 de mayo de 2015].





15

